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Este análisis constituye un esfuerzo por sistematizar
algunos datos que arrojan indicios sobre los efec-
tos de la cooperación internacional en las agendas

de seguridad a nivel local. Se ofrece entonces una visión
panorámica de la ayuda para el desarrollo a nivel mun-
dial, su caracterización en el contexto específico del
Ecuador y su posible incidencia en la definición de una
agenda alrededor de la seguridad ciudadana, entendida
más bien desde el ámbito de la prevención. Este análisis
no puede obviar la cooperación que escapa a las estadís-
ticas de asistencia para el desarrollo, es decir, la asistencia
militar y policial que ingresa al país, particularmente para
la lucha antidrogas. No cabe duda que esta ayuda tiene
un impacto significativo sobre las instituciones a quienes
tradicionalmente les ha sido asignado el rol de garantizar
la seguridad pública de la ciudadanía, definiendo los énfa-
sis y prioridades de su accionar. En este sentido, la coo-
peración internacional que recibe el país plantea una ten-
dencia contradictoria: por un lado se apoyan iniciativas
que muestran un interés expreso en atacar los proble-
mas de la violencia, la inseguridad y las inequidades socia-
les, mientras por otro, actores claves en la garantía de la
seguridad (policía y justicia) reciben ingentes recursos
para una lucha que no refleja las principales preocupacio-
nes de la ciudadanía ni conlleva a los cambios institucio-
nales necesarios para garantizar una seguridad ciudadana
pensada desde la garantía de los deberes y derechos de
la ciudadanía, la convivencia pacífica y que se aleje del
paradigma de la seguridad nacional.

El panorama de la cooperación internacional 
y su relación con América Latina.

A pesar del acuerdo de la comunidad internacional,
materializado en el “Consenso de Monterrey”2 (2002),
de renovar el ímpetu, tanto en términos de cantidad
como de calidad, de la cooperación internacional para el
desarrollo, es claro que el aporte que los países centra-
les hacen al desarrollo de aquellos en desventaja aún no
llega a los niveles esperados. Especial preocupación
merecen los niveles de la cooperación bilateral, que en el
año 2002 representó el 65% del total de la asistencia ofi-
cial para el desarrollo o AOD (PNUD, 2005: 235)3, pues
la vieja meta de asignar el 0,7% del PIB de los países más
ricos para la ayuda al desarrollo sigue estando lejos de
ser alcanzada (PNUD 2005: 237).

Sin embrago, actualmente se observa un notable
aumento de la AOD pues nuevamente se están alcanzan-
do los niveles de asistencia registrados en los años
noventa. Según datos del CAD (Comité de Asistencia
para el Desarrollo) de la OCDE (Organización de
Cooperación y Desarrollo Económicos) se estima que

mientras en el año 2004 la AOD alcanzó el 0,26% del
INB de los países miembros de la OECD, en el 2005 esta
cifra subió a 0,33%, alcanzando un monto total de 106,48
mil millones de dólares (CADa, 2006:1)4. Asimismo, el
aporte de países como Estados Unidos aumentó a 27,8
mil millones de dólares, es decir un 0,22% de su INB
(CADa, 2006: 3). No obstante, cabe destacar, que más de
una tercera parte de esta ayuda se destinó a la recons-
trucción de Irak, la reconstrucción y lucha antinarcóticos
en Afganistán y al pago o alivio de la deuda en países
severamente endeudados. Asimismo, el Departamento
de Defensa aportó el 21,7% de la AOD estadounidense
en este año (CADb, 2006)5. Esto quiere decir que a pesar
de que ha habido un aumento significativo en la asisten-
cia para el desarrollo, es claro que la misma está cum-
pliendo objetivos muy específicos asociados a la guerra
contra el terrorismo liderada por los Estados Unidos.

Esta tendencia en la asistencia ha sido fuertemente
criticada, además, porque se esperaba, por ejemplo que
el pago de la deuda se considerara como una inversión
adicional a la AOD (INECI, 2006: s/n)6. También persiste
entre la comunidad internacional una preocupación fren-
te a la eficacia en el uso de la AOD en relación al objeti-
vo común de resolver los problemas más urgentes del
desarrollo, tal como han sido esbozados en los Objetivos
de Desarrollo del Milenio, siendo la pobreza tal vez uno
de los temas más preocupantes. La Declaración de París
sobre Eficacia de la Ayuda al Desarrollo (2005) surge
precisamente a raíz del reconocimiento de que no exis-
te “alineamiento y armonización” entre los intereses de
los donantes y los problemas más urgentes de los países
receptores de la ayuda internacional para el desarrollo.

Aún así, se señalan algunos rasgos positivos en el
comportamiento de la AOD global en lo últimos años:
incremento en la proporción de donaciones en relación
a los créditos (alcanzando el 80% en el 2002); aumento
de la asistencia no condicionada7 con respecto a la con-
dicionada (más o menos el 85% del total); y cada vez la
cooperación técnica cobra más impor tancia y es dirigida
más a los sectores sociales (PNUD, 2005: 239).

En este panorama mundial la región de Latinoamé-
rica y el Caribe recibe en promedio el 8% de la AOD
mundial, mientras que el grueso de la ayuda internacional
es destinada a África y Asia (alrededor del 67%) (Cuadro
1). En el 2004 los principales países receptores de AOD
en la región fueron los países más endeudados
(Nicaragua, Bolivia, Honduras) que recibieron casi el 40%
y Colombia, que recibió el 8% del total (CADc, 2006)8.
Para el año 2004, el 42% de la ayuda para el desarrollo
en la región fue destinada al sector social y dentro del
mismo las áreas de “gobierno y sociedad civil” y “otros”
recibieron la mayor cantidad de recursos, nuevamente
mostrándose la tendencia a direccionar la AOD hacia

Flacso Sede Ecuador • Programa Estudios de la Ciudad4

Cooperación internacional y 
seguridad ciudadana en el Ecuador:
tendencias contradictorias
Andreina Torres1

T E M A C E N T R A L



11

fines políticos (las otras áreas son educación, salud, agua
potable y servicios sanitarios y programas de población)
(CADc, 2006: 12).

La cooperación internacional en el Ecuador

Actualmente el Ecuador ocupa el décimo lugar entre los
países receptores de AOD en América Latina, por lo que
se puede afirmar que su importancia como país recep-
tor ha disminuído, pues en 1993 ocupaba la séptima
posición (INECI, 2006). Según el Embajador Carlos
Játiva9, director del Instituto Ecuatoriano de Cooperación
Internacional (INECI), esta disminución en la ayuda se
debe a los criterios que son utilizados para la asignación
de la misma. Dado que el Ecuador es considerado ahora
como un país de “ingreso medio”, la cantidad de recur-
sos que recibe del exterior ha diminuido, no obstante,
advierte, estos criterios ignoran los graves problemas de
inequidad que todavía sufre el país.

El INECI, entidad adscrita al Ministerio de Relaciones
Exteriores del Ecuador, es la encargada de “coordinar,
administrar y supervisar la cooperación externa y asis-
tencia económica sobre la base de las políticas y estrate-
gias”10 nacionales. A pesar de las dificultades que enfren-
ta esta institución al momento, no sólo de coordinar las
acciones de la cooperación en el país, sino también de
recopilar toda la información concerniente a la misma11,
es necesario anotar que constituye la única fuente oficial
encargada de recoger y publicar estos datos.

Según las cifras del reporte anual que produce este
o rg a n i s m o, en el año 2004 el Ecuador recibió un monto
total de 555,6 millones de dólares por concepto de coo-
p e ración intern a c i o n a l1 2, lo cual representó el nivel más
bajo durante los últimos años (INECI, 2 0 0 5 : 5 ) . En el año
2 0 0 5 , esta cantidad ascendió a 594,75 millones de dóla-
res y aunque significa un aumento en relación al año
a n t e ri o r, no supera los niveles de ayuda recibidos antes
del año 2004 (INECI, 2 0 0 6 : s/n) (Cuadro 3). Dado el cre-
cimiento del PIB en el país durante los últimos años, l a
c o o p e ración internacional cada vez representa un por-
centaje más bajo del mismo, llegando a 1,64% en el año
2 0 0 5 , por lo que en términos generales el volumen de la
ayuda para el desarrollo ha disminuido en el país (Cuadro
3 ) . Sin embarg o, esta asistencia tiene una importancia sig-
n i ficativa en relación al gasto social y al presupuesto gene-
ral del Estado, como explica el INECI “[en] el 2005, l a
c o o p e ración no reembolsable como porcentaje del gasto
social del Gobierno Central fue de 13,19%, y la coopera-
ción reembolsable de 20,83%” ( I N E C I , 2 0 0 6 : s / n ) .

La cooperación reembolsable (préstamos) ha tendi-
do a ser la más importante. En el año 2005 representó
el 61,36% de la AOD recibida en el país, es decir 364,2
millones de dólares. El 87,5% de esta ayuda provino de
organismos multilaterales siendo los principales presta-
mistas: la Corporación Andina de Fomento (CAF) (243,6
millones de dólares), España (bancos) (42,7 millones de
dólares), el Banco Mundial (BIRF) (38,5 millones de dóla-
res) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) (36,5
millones de dólares)(INECI, 2006: s/n).

Actualmente se observa una tendencia al aumento
de la cooperación no reembolsable, llegando en el 2005
a 230,55 millones de dólares (36,76% del total) (INECI,
2006: s/n) (Cuadro 2). El grueso de este tipo de asisten-
cia es bilateral, y los principales países donantes son
Estados Unidos, Japón y Alemania, en ese orden (Cuadro
3). No obstante, si se considera el dinero que estos paí-
ses donan a través de ONG, España se ubica como el
segundo donante más importante del país, alcanzando
un monto de casi 24 millones de USD en el año 200413.

Cabe destacar que la AOD que destinan los Estados
Unidos al Ecuador ha venido disminuyendo durante los
últimos años (Cuadro 4). Según el INECI esta disminu-
ción se debe principalmente a la negativa del Ecuador a
adherirse al “artículo 98” que protege a soldados esta-
dounidenses de ser enjuiciados en la Corte Penal
Internacional14.

El resto de la ayuda no reembolsable que recibe el
país proviene principalmente de organismos multilatera-
les, como la Comisión Europea y el sistema Naciones
Unidas, cuyo aporte ha venido aumentando en años
recientes. En el año 2005 la cooperación multilateral no
reembolsable alcanzó un monto total de 54,2 millones
de dólares, mientras en el 2004 llegó a aproximadamen-
te 37 millones de dólares. Por su parte las ONG aporta-
ron el 26,3% del total de ayuda no reembolsable (60
millones de dólares aproximadamente) (INECI, 2006:
s/n). Más adelante caracterizaré los usos que se están
haciendo en el país de este tipo de ayuda.

Concentración geográfica de la cooperación

Existe una fuerte concentración de los recursos en la
zona de la frontera norte, lo cual indica que existe una
asignación geoestratégica de la cooperación internacio-
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Cuadro 1.
Distribución regional de AOD neta - 2004  (USD, precios de 2004)

Región AOD neta % de AOD Población USD
Millones USD total millones per cápita

África 29.080 37,1 861 33,8

Asia 22.805 29,1 3553 6,4

América 6.843 8,7 541 12,6

Europa 3.634 4,6 98 37,1

Oceanía 933 1,2 8 116,6

Sin especificar 15.028 19,2

Total receptores 
de AOD 78.323 100,0 5.062 15,5

Fuente: CAD, 2006.

Cuadro 2.
Ingresos por concepto de cooperación oficial y no gubernamental al Ecuador.
Período 2000-2005. Millones de USD

2000 2001 2002 2003 2004 2005

Cooperación 
reembolsable 602,9 726,2 409,6 645,9 374,2 364,2

Cooperación no 
reembolsable 119,98 226,87 235,6 164,98 187,62 230,55

Total 722,88 953,07 645,2 810,88 561,82 594,75

PIB 15,933 21249 24899 28690 32964 36244

% pib/cooperación 
reembolsable 3,78% 3,42% 1,65% 2,25% 1,14% 1,00%

% pib/cooperación 
no reembolsable 0,75% 1,07% 0,95% 0,58% 0,57% 0,64%

% pib/cooperación
total 4,54% 4,49% 2,59% 2,83% 1,70% 1,64%

Fuente: INECI 2006.
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nal en el país (Gráfico 1). En el año 2005 el gobierno de
los Estados Unidos donó, a través de la Agencia de los
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID)
un monto total de 35,65 millones de dólares, los cuales
se concentraron en las cinco provincias de la frontera
n o rte (Esmera l d a s , C a r c h i , I m b a bu ra , Orellana y
Sucumbíos) y se han destinado principalmente a las áreas
de “desarrollo local, gobernabilidad, gestión financiera y
ambiente” (INECI, 2006: s/n). Esta asignación de recursos
está relacionada directamente con el interés de este país
en contener y controlar los efectos del conflicto bélico
en Colombia y monitorear el tráfico internacional de
drogas en la región.

Los énfasis de la cooperación en el Ecuador 
y la seguridad ciudadana15

Los énfasis en la cooperación reembolsable son diversos
y están determinados por los intereses de los distintos
donantes. Entre los proyectos que desarrolla la CAF, el
principal actor en este tipo de cooperación, encontramos
en su mayoría obras públicas e infraestructura vial. Los
proyectos del Banco Mundial se destacan por enfocarse
en el fortalecimiento del aparato productivo y el sector
financiero.

Por su par te, el BID muestra un interés explícito en
abordar proyectos de prevención de violencia, pues
encontramos entre la lista de programas que desarrolla
en el país: un proyecto de protección a niños y jóvenes
en riesgo que maneja el Ministerio de Bienestar Social
(50 millones de dólares otorgados entre 1998 y 2005);
un programa de rehabilitación urbana en el centro histó-
rico de Quito (8 millones programados entre 2005 y
2009) que está vinculado a esfuerzos por mejorar la
seguridad en este sector de la ciudad de Quito; y dos
programas relacionados con el manejo del fenómeno del
niño (monto aproximado de 120 millones de dólares
entre 1997 y 2003). Este banco también desarrolla pro-
yectos en torno a la prevención de la violencia de géne-
ro, pero la inversión representa montos mínimos y entra
en la categoría de ayuda no reembolsable16. Estos esfuer-
zos están supeditados a la agenda del banco de mejorar
la “competitividad” en los países de la región.

Existe un proyecto importante financiado por el BID
e implementado por el Ministerio de Economía y
Finanzas, que ha recibido 200 millones de dólares en el
período 2003-2005. Su objetivo principal es fortalecer un
sistema de protección social enfocado claramente a la
reducción de la pobreza. Este fenómeno afecta estructu-
ralmente a la seguridad ciudadana no tanto por los nive-
les mismos de pobreza existentes sino por los niveles de
inequidad que persisten en el país.

La cooperación reembolsable otorgada por bancos,
principalmente españoles, alcanzó un monto total de casi
44 millones de dólares en el año 2005. Entre los proyec-
tos financiados encontramos como importantes benefi-
ciarios a la Policía Nacional y a las Fuerzas Armadas. La
Policía Nacional cuenta con un monto contratado de
alrededor de 29 millones de dólares (entre 2000 y
2007), principalmente para adquisición de vehículos y
d e s a rrollo del “Sistema Info rmático de la Po l i c í a
N a c i o n a l ” , m i e n t ras que las Fuerzas A rmadas y el
Ministerio de Defensa tienen un monto contratado de
más de 100 millones de dólares entre 2003 y 2005, prin-
cipalmente para la compra de aviones y lanchas.

En relación a los sectores en los cuales se invierte la
mayor cantidad de donaciones, según la clasificación que
hace el INECI, destacan los de medio ambiente y recur-
sos naturales, desarrollo local, bienestar social y goberna-
bilidad, en ese orden (cuadro 4). Cabe destacar también
que los fondos para estos sectores han ido ascendiendo,
lo cual se relaciona directamente con el aumento de la
cooperación no-reembolsable y tal vez el mejoramiento
de la recolección de información por parte del INECI.

En los sectores de bienestar social, gobernabilidad y
desarrollo local se concentran la mayor cantidad de pro-
yectos que de alguna manera se relacionan a la seguridad
ciudadana. Encontramos proyectos puntuales en relación
a “grupos de riesgo”, prevención de violencia de género,
casas de acogida para mujeres, niños/as y adolescentes,
apoyo a procesos de reforma del sistema judicial, apoyo
a la gestión de gobiernos locales, etc. En otros sectores,
como el de medio ambiente, también encontramos pro-
yectos vinculados al bienestar ciudadano, como un pro-
grama para mejorar la calidad del aire y contrarrestar la
contaminación de origen vehicular, que cuenta con un
presupuesto de más de 5 millones para el período 1999-
2006, apoyado por la cooperación Suiza.

En relación a la “gobernabilidad” el grueso de los
recursos provienen del programa de “Fortalecimiento de
la democracia” de USAID, que durante el período 2001-
2007 dispone de un monto estipulado de 38,9 millones
de dólares; en el año 2005 este mismo proyecto contó
con un presupuesto de más de 7 millones de dólares. Es
interesante anotar que a diferencia de otros proyectos en
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Cuadro 3.
Asistencia bilateral al Ecuador. Periodo 2000-2005 (Millones USD)

2001 2002 2003 2004 2005

Estados Unidos 83,91 67 43,27 40,73 35,65

Japón 32,19 30,88 15,32 19,4 26,92

Alemania 8,31 15,14 12,97 17,68 16,58

Bélgica 3,23 5,49 4,32 4 10,91

Suiza 7,31 4,81 5,91 5,39 6,77

Holanda 4,77 6,51 3,65 4,37 5,55

España 13,49 14,49 3,82 4,44 5,51

Otros 21,39 15,21 13,78 5,07 7,84

Total 174,6 159,52 103,04 101,1 115,73

Fuente: INECI, 2006.

Gráfico 1. Mapa de cooperación por montos

Fuente: INECI, 2006.



11

los que generalmente existe una contraparte nacional
que aporta una suma de dinero (si bien en muchos casos
simbólica) que refleja el interés local en apoyar una ini-
ciativa, este programa específico es enteramente financia-
do por la USAID, demostrando así el interés de esta
agencia en implementarlo en el país. Los programas de
este proyecto son ejecutados a través de ONG como
Participación Ciudadana y Fundación ESQUEL. Esta últi-
ma ha tenido un interés expreso en apoyar programas
de seguridad ciudadana, principalmente a través de la
administración del Fondo Justicia y Sociedad de USAID,
aunque actualmente estos esfuerzos se concentran en la
frontera norte. El énfasis en la promoción de la demo-
cracia se enmarca en una agenda ideológica que se rela-
ciona también con un intento por armonizar las “reglas
del juego” del libre comercio internacional, exigiendo a
los países que se manejen “responsablemente” dentro de
este sistema global.

Encontramos proyectos más pequeños, en el sector
de “gobernabilidad”, que han tenido una incidencia
importante en las políticas de seguridad ciudadana de
Quito, por ejemplo, el caso concreto del “apoyo al forta-
lecimiento del plan estratégico de seguridad y conviven-
cia del DMQ” financiado por el PNUD (con un costo
total de 117.240 dólares entre 2003 y 2006, y un apor-
te del PNUD de 62.206 dólares). Otros proyectos con
este énfasis particular son:“capacitación programa mejo-
ramiento de barrios” del BID (8.500 dólares) y un pro-
grama “Contra la violencia en los barrios, manejo de con-
flictos y mediación” apoyado por la cooperación alema-
na e implementado por el Foro de la Mujer, con un costo
total de 769.000 dólares.

En general los proyectos que guardan alguna rela-
ción con la seguridad ciudadana constituyen programas
aislados que no parecen tener una alineación en común.
Los montos y los énfasis de los proyectos son variados y
el diseño e implementación de los mismos obedecen
tanto a los intereses de los/as donantes como a los de
quienes son capaces de captar estos recursos, carecién-
dose entonces de una estrategia de unificación de estos
esfuerzos bajo una política de seguridad ciudadana a
nivel nacional y de un ente rector que coopte y adminis-
tre dichos recursos en concordancia con las realidades y
necesidades locales.

Estos datos, además, ocultan otras fuentes de ayuda
que sin duda tienen un efecto directo en la definición de
las agendas de seguridad locales, como los fondos desti-
nados a ayuda militar y policial.

Estados Unidos: ayuda militar y lucha antidrogas

Mientras el CAD de la OECD explícitamente excluye la
ayuda militar y policial de sus estadísticas, el INECI no lo
hace; no obstante, la información que recaba no refleja
este tipo de cifras. Si bien en la base de datos que mane-
ja esta institución aparece, por ejemplo, un proyecto del
gobierno de Estados Unidos en cooperación con el
“grupo militar” (2003-2006) no se especifica los fondos
destinados para el proyecto, ni se describen los conteni-
dos del mismo. Sin embargo, esta misma fuente afirma
que ha habido un notable incremento de la ayuda militar
y policial de Estados Unidos hacia América Latina y el
Caribe en el marco de la lucha contra el terrorismo. Así,
“[p]ara el año fiscal 2004, la administración Bush destinó
874 millones de dólares por concepto de ayuda militar y
policial en la región, cifra equivalente al 66% del prome-
dio de la AOD de EEUU para América Latina y el Caribe
en los últimos diez años” (INECI, 2004:43)17. El entrena-
miento militar y policial en la región por parte del gobier-

no estadounidense se ha incrementado en un 50% y, está
siendo financiado principalmente por programas antinar-
cóticos que ahora pueden apoyar misiones contrainsur-
gentes. El Ecuador sigue siendo uno de los principales
países receptores de esta ayuda pues en el período
1999-2003 se han entrenado 3.509 funcionarios (Isacson
et. al., 2004: 2)18.

Este nuevo ímpetu de la ayuda militar debe ser
entendido en un contexto en el que los discursos antite-
rroristas y antidrogas se confluyen con una estrategia

común frente a la amenaza del “narcoterrorismo”. Nos
encontramos entonces frente a una intensificación de los
esfuerzos antidrogas que ahora son “reempaquetados”
como lucha contra el terrorismo (Isacson et. al. ,2004).

En este contexto, existen preocupaciones en torno
a ciertas tendencias en el manejo de la cooperación
internacional que llega a la región. Una de ellas es la pre-
ponderancia del Pentágono y el Comando Sur en la defi-
nición de las relaciones entre Estados Unidos y América
Latina. La visión del Comando Sur propone respuestas
militares a amenazas políticas como el “populismo radi-
cal” y caracteriza de terroristas a una serie de problemas
delincuenciales, pues se considera que: “los terroristas en
la zona de responsabilidad del Comando Sur detonan
bombas, asesinan, secuestran, trafican drogas y armas,
lavan dinero y trafican personas” (Isacson et. al., 2004: 3).
Preocupa entonces que la línea entre actividades milita-
res y policiales sea cada vez más tenue, lo cual se ha evi-
denciado a través de respuestas militares/policiales ante
situaciones relacionadas con violencia y pandillas (FLAC-

SO Chile, 2006:3) 19, tendencia que refleja un retroceso
en los esfuerzos de democratización de las fuerzas de
control en la región. También preocupa el desbalance
entre la ayuda militar y policial recibida en la región y
aquella que es destinada al desarrollo económico, que en
el caso del Ecuador prácticamente se equiparan (Isacson
e t . a l , 2 0 0 4 ) . A s i m i s m o, el creciente manejo del
Departamento de Defensa de EEUU de la ayuda para el
desarrollo, que ha cobrado un nuevo ímpetu bajo las
estrategias de seguridad nacional de los años 2002 y
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Cuadro 4.
Distribución de la cooperación no reembolsable por sector

Sector 2003 2004 2005 Total

Medio ambiente y 
recursos naturales 25,26 33,63 37,44 96,33

Desarrollo local 23,77 27,09 40,08 90,94

Bienestar Social 24,39 27,52 30,49 82,4

Gobernabilidad 18,35 17,51 23,38 59,24

Educación, ciencia y 
tecnología 17,9 19,71 15,8 53,41

Salud y saneamiento 15,74 12,56 24,41 52,71

Agropecuario 12,91 21,04 14,29 48,24

Vivienda y servicios básicos 8,44 9,12 16,34 33,9

Gestión financiera 10,01 6,31 9,04 25,36

Industrias y comercio 3,35 4,13 7,79 15,27

Desarrollo de pueblos 
indígenas y afroecuatorianos 4,25 5,44 5,33 15,02

Desastres naturales 1,34 1,43 3,74 6,51

Fuente: INECI, 2006. Elaboración propia
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2006, tiende a seguritizar temas como el desarrollo o la
pobreza, pues su desatención es vista como un factor
que contribuye a la inseguridad mundial (CADb, 2006).

En este contexto, la lucha antidrogas sigue siendo un
tema prioritario de los donantes internacionales que des-
tinan sus recursos al Ecuador, principalmente para los
Estados Unidos. La importancia de la cooperación inter-
nacional en la lucha antidrogas se refleja en el aporte de
la misma al Plan Nacional de Prevención y Control de
Droga 2004-2008 del Consejo Nacional de Sustancias
Estupefacientes y Psicotrópicas (CONSEP)20. Según un
informe que evalúa la aplicación de este plan entre los
años 2002-2004, el 84% del financiamiento total provino
de fuentes internacionales (alrededor de 271 millones de
dólares). En el 2002, el 55% de la asistencia de organis-
mos internacionales fue destinado para las actividades
que cumple la Policía Nacional, mientras que en el 2003
y 2004 los porcentajes fueron de 84% y 73%, respectiva-
mente (OEA-CICAD, 2004)21. Si bien en el desglose de
la ayuda que ofrecen los Estados Unidos al Ecuador
vemos que la lucha antidrogas y otros temas de seguri-
dad como: tráfico de personas, lavado de dinero y otros
delitos internacionales, reciben alrededor de 11 millones
de dólares (2006), el presupuesto de la Sección
Antinarcóticos (NAS, por sus siglas en inglés) presenta
para ese mismo año un monto total de 19’933.000 de
dólares, gran parte del cual se destina a operaciones e
infraestructura policial (12 millones aproximadamente) y
a proyectos militares (6 millones) (Hanashiro, 2006)22.
Esta disparidad en los datos no sólo refleja la dificultad de
conseguir información confiable sino también la falta de
transparencia en el manejo de estos recursos, pues es
posible que haya más ayuda de este tipo sin cuantificar23.

En el presupuesto previsto en este plan estratégico
es claro que el énfasis está puesto en el programa de
reducción de la ofe r t a , con una asignación de
139’110.000 dólares. Dentro de esta área el “Control y
represión a la producción, procesamiento y tráfico ilícito
de drogas y delitos conexos” recibe un total de
108’580.000 dólares. Por otro lado, los proyectos de pre-
vención del consumo de drogas reciben alrededor de 12
millones de dólares. Un “programa de desarrollo alterna-
tivo preventivo” aparece como un “anexo” a este plan,
con una asignación significativa (176 millones de dólares)
y nuevamente se concentra en la zona de frontera norte.

Este tipo de ayuda tiene un impacto signifi c a t i vo sobre
las agencias de control del país, si consideramos que en el
caso de la policía el presupuesto asignado por el gobiern o
c e n t ral es destinado principalmente a pago de pers o n a l ,
quedando muy pocos recursos para la inve rsión y gastos
o p e ra t i vos (ve r Salazar y Lastra , 2 0 0 6 )2 4 y mucho menos
p a ra programas que orienten el quehacer policial hacia
áreas específi c a s . En el caso del sistema judicial, el panora-

ma es aún más difícil debido al financiamiento exiguo que
recibe del gobierno centra l , pues en el año 2006 de los
1.283 millones de dólares asignados a policía, d e fensa y el
sector judicial sólo el 11% correspondió a este último
(Salazar y Lastra , 2 0 0 6 ) . En este sentido, los fondos que
recibe la policía y el sistema judicial por materia de coo-
p e ración internacional y su énfasis en la lucha antidrogas
tiene un efecto directo en las pri o ridades de su accionar.
En el cuadro 5 se puede observar que a pesar de que los
delitos contra la propiedad, c o n t ra las personas y los deli-
tos sexuales representan las preocupaciones pri n c i p a l e s
de los ciudadanos y las ciudadanas (son los más denu n c i a-
d o s ) , porque afectan mayo rmente su seguridad personal e
inciden en sus percepciones de inseguri d a d , son precisa-
mente los de más impunidad. Por otro lado, los delitos de
estupefacientes representan el mayor porcentaje de las
s e n t e n c i a s , 26,6% en el año 2005 (Simon, 2 0 0 6 ) . En con-
s e c u e n c i a , el número de personas detenidas y condenadas
por delitos de drogas ha aumentado, pues mientras en el
año 2002 se registraron 1.468 detenciones y 593 conde-
nas por tráfico ilícito de drogas, en el 2004 esta cifra ascen-
dió a 3.270 detenciones y 789 condenas (OEA-CICA D,
2 0 0 4 : 1 3 ) . Es claro que esta situación se refleja en el esta-
do del sistema penitenciario cuya población se encuentra
detenida principalmente por delitos de drogas (38% en el
año 2005), llegando a porcentajes dramáticos entre las
mujeres (77% en el año 2005)2 5.

Conclusiones

Como apunta Hanashiro (2006) es difícil que esta inge-
rencia de recursos se traduzca en esfuerzos de democra-
tización y reforma de la institución policial, sobre todo
por el riesgo que para las agencias de desarrollo ha sig-
nificado invertir en este tipo de programas antes de la
transición a la democracia en América Latina.A institucio-
nes como la USAID, por ejemplo, les fue prohibido dar
asistencia a las fuerzas armadas o a la policía en 1974
cuando se adhirió la sección 660 al Foreign Assistance Act
(AAA), pues en el período 1962 -1974 el rol de su
Oficina de Seguridad Pública estuvo vinculada con fuer-
zas policiales responsables de graves violaciones a los

derechos humanos27. Por otra parte, los actores locales
se adaptan a las agendas de donantes internacionales al
invertir también recursos propios en aras de captar los
fondos que provienen de la ayuda externa, en este senti-
do se va generando un “consenso” en base al cual se defi-
nen las agendas locales sin una postura crítica frente a los
donantes y sus intereses, por lo que no se logra acomo-
dar estos recursos a las preocupaciones locales sobre la
seguridad ciudadana y desde un enfoque de derechos. En
la medida que la ayuda al desarrollo haga esfuerzos tími-
dos por contribuir a las acciones preventivas de la violen-
cia y, el peso de la lucha antidrogas (que atiende princi-
palmente a preocupaciones de la seguridad nacional de
los Estados Unidos) absorba los esfuerzos de los princi-
pales actores encargados de la seguridad pública, persis-
tirá un fuerte desbalance y una tendencia contradictoria
entre la idea de garantizar el bienestar de la ciudadanía y
el impacto sobre las agendas de seguridad que tiene la
cooperación internacional que recibe el Ecuador

Notas:
1 Investigadora, Programa de Estudios de la Ciudad- FLACSO Sede

Ecuador.
2 Conferencia Internacional para la Financiación del Desarrollo, celebra-

da en Monterrey en Marzo del 2002.
3 PNUD (2005) Objetivos de desarrollo del milenio: una mirada desde

A m é rica Latina y el Cari b e. Documento electrónico en,
http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/1/21541/lcg2331e.pdf

Flacso Sede Ecuador • Programa Estudios de la Ciudad8

Cuadro 5
Sentencia por tipo de delitos, 2005

Delitos No. denuncias % respecto del % respecto del
total de totoal de

denuncias denuncias

Contra la propiedad 109140 61.10 0.33

Sustancias estupefacientes 1179 0.66 26.62

Garantías constitucionales 2933 1.64 0.75

Contra las personas 21963 12.30 0.89

Delitos sexuales 8680 4.86 1.51

Fuente: Ministerio Público (Simon, 2006)
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E N  C I F R A S

Cooperación de Estados Unidos para América Latina y el Caribe (1996-2005)

1996 1998 2000 2002 2003 2004 2005
Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc Mil/Pol Eco/Soc

Argentina 9.50 0.00 6.06 0.00 1.42 0.00 3.10 0.00 3.44 0.00 2.88 0.00 2.93 0.00
Bolivia 13.27 64.93 33.81 65.85 48.98 159.77 51.26 195.67 57.24 108.96 59.56 102.28 58.48 107.68
Brasil 0.20 4.68 5.82 10.90 5.20 12.87 6.80 14.42 7.74 18.77 11.46 18.23 10.36 14.63
Chile 0.62 1.65 17.48 0.69 0.08 0.00 1.26 0.00 1.82 0.00 1.37 0.00 1.37 0.00
Colombia 54.15 0.62 112.44 0.52 765.32 214.32 371.74 120.30 605.10 149.20 551.33 150.00 574.15 150.00
Ecuador 0.76 12.14 5.27 12.48 24.43 24.19 33.99 36.76 33.13 40.52 44.10 38.01 29.79 38.98
Paraguay 0.19 4.15 0.74 9.25 0.39 9.10 0.60 12.85 0.60 11.93 0.60 11.82 0.55 12.17
Perú 27.85 80.88 38.32 106.53 57.63 107.08 77.66 160.67 68.38 143.00 75.73 102.12 70.60 104.83
Uruguay 1.38 1.20 1.20 0.00 0.33 0.00 1.59 0.00 1.69 0.00 1.69 0.00 0.90 0.00
Venezuela 13.01 0.10 7.18 0.41 6.48 0.58 5.41 2.12 3.69 0.89 4.06 2.75 3.58 1.83
Total L.A.
y Caribe 161.04 547.01 298.26 634.26 976.50 952.82 680.25 963.80 861.98 1027.37 866.63 937.82 859.69 921.07
Total 
S. América 120.93 170.35 228.32 206.63 910.26 527.91 553.41 542.79 782.83 473.27 752.78 425.21 752.71 430.12
Á. Andina* 109.04 158.67 197.02 185.79 902.84 505.94 540.06 515.52 767.54 442.57 734.78 395.16 736.60 403.32
%particip.
Á. Andina1 67.71% 29.01% 66.06% 29.29% 92.46% 53.10% 79.39% 53.49% 89.04% 43.08% 84.79% 42.14% 85.68% 43.79%

Fuente: Isacson et. al. (2004) Blurring the lines : trends in U.S. military programs with Latin America. LAWGEF, Center for International Policy,WOLA., pp 11 Documento electró-
nico en, http://www.ciponline.org/facts//0410btl.pdf

Todos los números son en millones de dólares estadounidenses

*El Área Andina comprenden los países pertenenicentes a la Comunidad Andina de Naciones (CAN) como lo son: Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú,Venezuela. Si bien Venezuela
renunció en el año 2006 a esta comunidad regional, se inlcuye como parte de los países miembros por estar dentro de esta organización hasta el año 2005, que es la fecha
hasta donde se dispone de datos.

1: Cálculo propio (Daniel Pontón) 




